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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

   
PRIMERA SALA 

 
Resolución N° 010303682020 

 
Expediente : 00039-2020-JUS/TTAIP 
Recurrente : HERMITAÑO CHUMBES MARTINEZ 
Entidad : SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN 

TRIBUTARIA – SUNAT 
Sumilla :  Declara infundado recurso de apelación 
 
Miraflores, 13 de marzo de 2020 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 00039-2020-JUS/TTAIP de fecha 8 de enero de 
2020, interpuesto por HERMITAÑO CHUMBES MARTINEZ contra el correo electrónico 
recibido el 13 de diciembre de 2019 mediante la cual la SUPERINTENDENCIA 
NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA – SUNAT atendió la solicitud de 

acceso a la información pública presentada con Formulario N° 5030 de fecha 28 de 
noviembre de 2019. 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES  

 
Con fecha 28 de noviembre de 2019 el recurrente solicitó copia fedateada de las 
declaraciones juradas anuales de Augusto Tamashiro Tamashiro desde el año 1972 
hasta 1982. 
 
Mediante correo electrónico de fecha 13 de diciembre de 2019, la entidad comunicó 
al recurrente que no es factible hacer entrega de la información solicitada en atención 
al numeral 2 del artículo 17 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado mediante el Decreto 
Supremo N° 021-2019-JUS1, concordante con el artículo 85 del Texto Único 
Ordenado del Código Tributario, aprobado por Decreto Supremo N° 133-2013-EF2 y 
normas modificatorias, estableciéndose que dicha información se encuentra 
protegida por la reserva tributaria.  
 
Con fecha 3 de enero de 2020, el recurrente interpuso ante la entidad el recurso de 
apelación materia de análisis, alegando que los documentos solicitados no están 
comprendidos en las excepciones de la Ley de Transparencia, ni contraviene lo 
establecido en el artículo 85 del Código Tributario, considerando que requiere la 
información para presentarla como prueba en un proceso judicial. 
 

                                                             
1  En adelante, Ley de Transparencia. 
2  En adelante, Código Tributario. 
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Mediante Resolución N° 0101034320203 se admitió a trámite el recurso de apelación 
y se solicitó a la entidad el expediente administrativo generado para la atención de la 
solicitud, así como, la formulación de sus descargos, no habiéndose remitido 
documentación alguna4.  
 

II. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal 
y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
Por su parte, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, establece que el Estado tiene 
la obligación de entregar la información que demanden las personas en aplicación 
del principio de publicidad. 
 
A su vez, el artículo 10 del mismo texto dispone que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 

Respecto a las excepciones al derecho de acceso a la información pública, el numeral 
2 del artículo 17 de la norma antes citada señala que es información confidencial “La 
información protegida por el secreto bancario, tributario, comercial, industrial, 
tecnológico y bursátil que están regulados, unos por el inciso 5 del artículo 2 de la 
Constitución, y los demás por la legislación pertinente”. 
 

Asimismo, el primer párrafo del artículo 18 de la misma ley señala que las 
excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del referido texto son los únicos 
supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública, 
por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación 
a un derecho fundamental.  
 
Por su parte, el artículo 85 del Texto Único Ordenado del Código Tributario, aprobado 
por Decreto Supremo N° 133-2013-EF5, señala que “Tendrá carácter de información 
reservada, y únicamente podrá ser utilizada por la Administración Tributaria, para sus 
fines propios, la cuantía y la fuente de las rentas, los gastos, la base imponible o, 
cualesquiera otros datos relativos a ellos, cuando estén contenidos en las 
declaraciones e informaciones que obtenga por cualquier medio de los 
contribuyentes, responsables o terceros (…)”. 
 
2.1 Materia en discusión 
 

De autos se advierte que la controversia radica en determinar si la información 
solicitada se encuentra protegida por el derecho a la reserva tributaria prevista 
en el numeral 2 del artículo 17 de la Ley de Transparencia. 
 
 
 

                                                             
3  Resolución de fecha 28 de febrero de 2020, notificada el 9 de marzo del mismo año.  
4  Habiendo transcurrido el plazo otorgado, el término de la distancia correspondiente, así como el cierre de Mesa de 

Partes del día de hoy. 
5  En adelante, Código Tributario. 
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2.2 Evaluación de la materia en discusión 
 
En virtud del Principio de Publicidad, previsto en el artículo 3 de la Ley de 
Transparencia, el acceso a la documentación en poder de las entidades públicas 
es la regla, mientras que la reserva es la excepción, conforme al razonamiento 
expuesto por el Tribunal Constitucional en el Fundamento Jurídico 4 de su 
sentencia recaída en el Expediente N° 05812-2006-HD/TC, en el que señala que: 
 
“(…) un Estado social y democrático de Derecho se basa en el principio de 
publicidad (artículo 39º y 40º de la Constitución), según el cual los actos de los 
poderes públicos y la información que se halla bajo su custodia son susceptibles 
de ser conocidos por todos los ciudadanos. Excepcionalmente el acceso a dicha 
información puede ser restringido siempre que se trate de tutelar otros bienes 
constitucionales, pero ello de[b]e ser realizado con criterios de razonabilidad y 
proporcionalidad”. 

 
Concordante con ello, en el Fundamento 5 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 2579-2003-HD/TC, dicho colegiado estableció que: “(…) la 
publicidad en la actuación de los poderes públicos constituye la regla general, y 
el secreto, cuando cuente con cobertura constitucional, la excepción” (subrayado 
añadido). 

 
Asimismo, el Tribunal Constitucional ha señalado que le corresponde al Estado 
acreditar la necesidad de mantener en confidencialidad la información que haya 
sido solicitada por un individuo, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento Jurídico 11 de la sentencia recaída en el Expediente N° 1797-2002-
HD/TC: 

 
“(…) De manera que, si el Estado no justifica la existencia del apremiante interés 
público para negar el acceso a la información, la presunción que recae sobre la 
norma o acto debe efectivizarse y, en esa medida, confirmarse su 
inconstitucionalidad; pero también significa que la carga de la prueba acerca de 
la necesidad de mantener en reserva el acceso a la información ha de estar, 
exclusivamente, en manos del Estado” (subrayado añadido). 
 
Respecto a la confidencialidad de la información protegida por la reserva 
tributaria, se debe señalar que esta encuentra sustento en el numeral 5 del 
artículo 2 de la Constitución Política del Perú, al indicar que la “El secreto 
bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal 
de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a ley y 
siempre que se refieran al caso investigado” y el ya mencionado numeral 2 del 

artículo 17 de la Ley de Transparencia contempla la reserva tributaria como una 
excepción al derecho de acceso a la información pública, cuyo contenido se 
encuentra regulado en el artículo 85 del Código Tributario. 
  
En atención a ello, en el Fundamento 12 de la sentencia recaída en el Expediente 
N° 00009-2014-PI/TC, el Tribunal Constitucional determinó que la reserva 
tributaria es una manifestación del derecho a la intimidad que busca proteger un 
aspecto de la vida privada de las personas correspondiente a la “biografía 
económica del individuo”, al señalar lo siguiente: 

 
“12. Precisamente, bajo esta perspectiva, el Tribunal Constitucional tiene 
reconocido en su jurisprudencia que entre los atributos asociados al derecho a 
la intimidad se encuentran el secreto bancario y la reserva tributaria [STC 004-
2004-AI/TC, fundamento 34], y si bien cada uno de ellos garantizan ámbitos 
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vitales diferenciados, su tutela está dirigida a "preservar un aspecto de la vida 
privada de los ciudadanos, en sociedades donde las cifras pueden configurar, 
[...] una especie de 'biografía económica' del individuo", perfilándolo y poniendo 
en riesgo no sólo su derecho a la intimidad en sí mismo, sino también otros 
bienes de igual trascendencia, como su seguridad o su integridad [STC 0004-
2004-APTC, fundamento 35]. De esta manera, es posible concluir que la reserva 
tributaria y el secreto bancario forman parte del contenido constitucionalmente 
protegido del derecho a la intimidad, o, como se le ha denominado, a ‘poseer 
una intimidad’”. 

 
Además, en el Fundamento 4 de la referida sentencia, dicho colegiado precisó 
que la vida privada está constituida por "los datos, hechos o situaciones 
desconocidos para la comunidad que, siendo verídicos, están reservados al 
conocimiento del sujeto mismo y de un grupo reducido de personas, y cuya 
divulgación o conocimiento por otros trae aparejado algún daño". 
 
En esa línea, en el Fundamento 15 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
02838-2009-PHD/TC, el Tribunal Constitucional señaló que los datos de 
transcendencia económica, en principio, forman parte de la esfera protegida de 
la intimidad. Así indicó: 

 
“15. Al respecto, conviene precisar que la línea jurisprudencial seguida por este 
Tribunal y esbozada en los considerandos anteriores se condice con la 
desarrollada por sus pares español y colombiano. 
 
A guisa de ejemplo, cabe mencionar que el Tribunal Constitucional Español en 
la STC Nº 233/2005 ha indicado que “(e)n relación con la inclusión de los datos 
con trascendencia económica (y, por ende, tributaria) en el ámbito de intimidad 
constitucionalmente protegido es doctrina consolidada de este Tribunal la de que 
los datos económicos, en principio, se incluyen en el ámbito de la intimidad” 
(énfasis agregado).” 

 
Por su parte, la Corte Constitucional Colombiana a través de la Sentencia Nº C-
489/95 señaló que “la intimidad económica es un ámbito que, en principio, sólo 
interesa al individuo, el cual impide a los particulares acceder a la información 
económica de otro particular”. (subrayado agregado) 

 

Además, en el Fundamento 8 de la sentencia recaída en el Expediente N° 05409-
2013-PDH/TC6, el Tribunal Constitucional indicó que las declaraciones juradas 
de carácter tributario son reservadas conforme al inciso 5 del artículo de la 
Constitución Política del Perú y el numeral 2 del artículo 17 de la Ley de 
Transparencia. 
 

 

                                                             
6 “8. Al respecto, debe hacerse notar que la información requerida por el actor respecto a declaraciones juradas 

de carácter tributario es reservada, por lo que la respuesta negativa del Servicio de Administración Tributaria 
de Trujillo (SATT) no ha lesionado el derecho de acceso a la información pública del demandante; máxime 
si el peticionario no acreditó contar con la representación de doña Gloria Jesús Espino Flores para acceder 
a la misma. En tal sentido, conforme se aprecia del tenor de la Carta OII/JEF/SATT N.º 34-2012 (Cfr. fojas 
7), la emplazada ha motivado, de manera suficiente, el porqué no resulta atendible lo peticionado, invocando 
el inciso 5) del artículo 2º de la Constitución y al numeral 2) del artículo 17º del Texto Único Ordenado de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley N.º 27806, por lo que corresponde desestimar 
la demanda. 

 
 



5 

En ese sentido, atendiendo que el pedido del recurrente tiene por finalidad la 

obtención de las declaraciones juradas expedidas por su ex empleador ante la 

entidad, ello en virtud al cumplimiento de sus obligaciones de índole laboral (ante 

su empleado) y tributario (ante la Autoridad Tributaria); se concluye que dicha 

información (declaraciones juradas) en tanto presenta datos de trascendencia 

económica de su titular, es información protegida por la reserva tributaria 

contemplada en el artículo 85 del Código Tributario, cuya publicidad constituye 

una invasión de la intimidad personal y familiar, razón por la cual se acreditada 

la excepción alegada. 

En consecuencia, lo expuesto por la entidad, resulta atendible en el sentido que 
la documentación solicitada se encuentra protegida por la reserva tributaria; por 
lo que corresponde declarar infundado el recurso de apelación. 
 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del 
Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 
de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses; 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por 
HERMITAÑO CHUMBES MARTINEZ contra el correo electrónico recibido el 13 de 
diciembre de 2019 emitido por la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA – SUNAT. 
 
Artículo 2.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS.  
 
Artículo 3.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a HERMITAÑO 
CHUMBES MARTINEZ y a la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA – SUNAT, de conformidad con lo previsto en el 

numeral 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 4.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
       VANESSA LUYO CRUZADO    
                       Vocal      
 
 
 
vp: mrmm/derch 


